
Artículo 18. Las dependencias o entidades que requieran contratar o realizar estudios o 
proyectos, previamente verificarán en sus archivos la existencia de trabajos sobre la materia de 
que se trate. 

 
En el supuesto de que se advierta la existencia de dichos trabajos y se compruebe que los 

mismos satisfacen los requerimientos de la entidad o dependencia, no procederá la contratación, 
con excepción de aquellos trabajos que sean necesarios para su adecuación, actualización o 
complemento. 

 
Las entidades deberán remitir a su coordinadora de sector una descripción sucinta del objeto de 

los contratos que en estas materias celebren, así como de sus productos. 
 
Los contratos de servicios relacionados con las obras públicas sólo se podrán celebrar cuando 

las áreas responsables de su ejecución no dispongan cuantitativa o cualitativamente de los 
elementos, instalaciones y personal para llevarlos a cabo, lo cual deberá justificarse a través del 
dictamen que para tal efecto emita el titular del área responsable de los trabajos. 

 
Cualquier persona, las entidades federativas y los municipios podrán promover y presentar a 

consideración de las dependencias y entidades, estudios, planes y programas para el desarrollo de 
proyectos, debiendo proporcionar la información suficiente que permita su factibilidad, sin que ello 
genere derechos u obligaciones a las mismas dependencias y entidades. 

 
Los estudios, planes y programas para la realización de obras públicas asociadas a proyectos 

de infraestructura de los sectores comunicaciones, transportes, hidráulico, medio ambiente, 
turístico, educación, salud y energético, deberán reunir los requisitos que establezcan, mediante 
disposiciones de carácter general, las dependencias del sector que corresponda, en el ámbito de 
sus respectivas competencias. 

 
Las dependencias y entidades realizarán el análisis de los estudios, planes o programas 

asociados a proyectos de infraestructura, con el objeto de determinar su viabilidad conforme a las 
disposiciones referidas en el párrafo anterior, así como su congruencia con el Plan Nacional de 
Desarrollo y los programas correspondientes. 

 
Asimismo, las dependencias y entidades notificarán al promovente de los estudios, planes o 

programas a que se refiere el párrafo anterior, su autorización, negativa o, en su caso, las 
observaciones que formulen en relación a éstos, en un plazo que no excederá de seis meses 
contado a partir de la fecha de presentación del estudio, plan o programa correspondiente, sin que 
contra esta determinación proceda recurso alguno. En caso de que las dependencias y entidades 
no respondan en el término indicado, el estudio, plan o programa presentado se tendrá por 
rechazado. 

 
Respecto de las propuestas de estudios, planes o programas autorizados, la dependencia o en 

el caso de entidades, la dependencia coordinadora del sector respectivo evaluará, dentro de dicho 
plazo, las condiciones y tiempos para el desarrollo de los estudios complementarios que se 
requieran, a fin de contar con el proyecto de obra correspondiente. 
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